	

	Gardentasunaren Foru Kontseilua
Consejo Foral de Transparencia



	

	Gardentasunaren Foru Kontseilua
Consejo Foral de Transparencia



	

	Gardentasunaren Foru Kontseilua
Consejo Foral de Transparencia






RESOLUCIÓN – SESIÓN 19-MAYO -2026-

ANTECEDENTES

Primero.- Con fecha 4 de diciembre de 2025, XXXXX presentó una solicitud de acceso a información pública a los efectos de que la Dirección de Agricultura le remitiera “información adicional” respecto de la anteriormente solicitada y remitida por el Servicio de Secretaría Técnica de Agricultura el día 3 de diciembre de 2025 en el expediente 2025/00065 “sobre los expedientes sancionadores relacionados con el transporte de animales en los últimos cinco años”.

Más concretamente, la persona interesada solicitó que la Dirección de Agricultura especificara lo siguiente:

1. Motivos del sobreseimiento de cada uno de los expedientes que aparecen en su respuesta como “sobreseído”.

· Motivo jurídico del archivo.
· Motivo fáctico.

2. Motivos de la caducidad de cada uno de los expedientes que figuran como “caducado”.

· Fechas de incoación y de caducidad.
· Plazos superados que han dado lugar a la caducidad.

3. Importe propuesto de sanción en todos los expedientes en los que en su respuesta aparece la expresión “resolución imponer sanción”.

· Cuantía de la sanción propuesta en cada expediente.

4. Aclaración sobre el pago de las sanciones:

· Indicar, para cada expediente con resolución de imposición de sanción, si el interesado ha pagado o no la sanción.
· En caso de pago, señalar el importe finalmente abonado y si se aplicó reducción por pronto pago”.




Segundo.- La Dirección de Agricultura, mediante Resolución 7220/2025, de 30 de diciembre, estima la solicitud de acceso a la información pública, dando “acceso a la información adicional solicitada referida a los últimos 5 años en materia de transporte de animales, detallada en el Anexo I de esta Resolución:

· Motivos del sobreseimiento de cada uno de los expedientes que aparecen en su respuesta como “sobreseído”.
· Motivos de la caducidad de cada uno de los expedientes que figuran como “caducado”.
· Importe propuesto de sanción en todos los expedientes en los que en su respuesta aparece la expresión “resolución imponer sanción”.
· Aclaración sobre el pago de las sanciones”.

Tercero.- Posteriormente, el día 9 de enero de 2026, XXXXX presentó un nuevo escrito en el que, tras manifestar que la resolución indicada en el punto anterior “da respuesta a la solicitud inicialmente formulada”, considerando que la misma es, sin embargo, “excesivamente genérica”, reitera la solicitud de “información complementaria” a los efectos de que la Dirección de Agricultura destinataria especifique, en relación con los expedientes sancionadores relacionados en la tabla anexa a la Resolución 7220/2025, de 30 de diciembre, referida en el punto anterior, lo siguiente:

1. Descripción sucinta de los hechos que motivaron la incoación de cada expediente, indicando la conducta apreciada en cada caso y su contexto esencial.

2. Normativa concreta aplicada en cada expediente, especificando la disposición legal o reglamentaria utilizada como fundamento de la actuación administrativa.

3. Artículo o precepto concreto considerado vulnerado en cada supuesto, así como la calificación jurídica de la infracción atribuida (leve, grave o muy grave).

4. En los expedientes finalizados por sobreseimiento, explicación sucinta pero concreta de:
los motivos fácticos apreciados, indicando qué hechos o extremos no pudieron ser acreditados o verificados, por ejemplo, por imposibilidad de identificar a la persona presuntamente responsable, de comprobar la realidad del transporte o los animales afectados, de verificar las circunstancias materiales del traslado, de confirmar la existencia del hecho denunciado, u otras circunstancias materiales análogas, que determinaron la imposibilidad de continuar el procedimiento sancionador, …los motivos jurídicos aplicados, indicando la causa legal concreta o el precepto normativo específico que impidió la imposición de sanción.

5.Forma de iniciación de cada expediente, indicando si el mismo se inició: de oficio por la Diputación Foral de Álava, como consecuencia de actuaciones inspectoras o actas de inspección, por denuncia de otras Administraciones o cuerpos oficiales”.
Cuarto.- La Resolución 329/2026, de 21 de enero, de la Dirección de Agricultura, ha inadmitido la solicitud de acceso a la información pública señalada en el punto anterior por aplicación del artículo 18.1.e) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, según el cual, “Se inadmitirán a trámite, mediante resolución motivada, las solicitudes: […] e) Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter abusivo no justificado con la finalidad de transparencia de esta Ley”.

Fundamenta la resolución impugnada esta decisión en que la solicitud inadmitida es la quinta de las seis formuladas por la misma persona interesada en relación con aspectos diversos del ejercicio de la potestad sancionadora por parte del Departamento de Agricultura entre junio de 2025 y enero de 2026 y la cuarta relativa a información estadística referida a datos e informaciones diversas sobre la totalidad de los expedientes sancionadores tramitados por el mismo Departamento durante los últimos cinco años, según una práctica consistente en solicitar sucesivamente información complementaria o ampliatoria a medida en que va recibiendo información del Departamento.

Así, según la Resolución 329/2026, la persona interesada presenta las siguientes solicitudes de información estadística sobre la totalidad de los expedientes sancionadores tramitados en el período indicado:

· Solicitud de dos de julio de 2025 sobre los expedientes sancionadores incoados entre el 1 de enero de 2022 y el 31 de diciembre de 2024 y, en concreto:
• Número total de expedientes sancionadores incoados por transporte de animales sin guía sanitaria.
• Número total de expedientes sancionadores incoados por transporte de animales en vehículos no adaptados o no autorizados para dicho fin.
• Número total de expedientes sancionadores incoados por transporte de animales sin disponer del correspondiente certificado de competencia exigido por el Reglamento (CE) nº 1/2005, de 22 de diciembre.

Estimada mediante Orden Foral 356/2025, de 24 de octubre.

· Solicitud de 17 de septiembre sobre el número de expedientes incoados en los últimos cinco años, estado actual de los mismos y tipo de animales transportados en cada expediente, en relación con las siguientes infracciones:

• Transporte de animales sin las guías sanitarias correspondientes.
• Transporte de animales en vehículos no autorizados o no aptos para dicho fin (sin ATES).
• Transporte de animales sin disponer de la autorización o formación exigida para los transportistas.
• Infracción del artículo 84.2 de la Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal.
               Estimada mediante Orden Foral 420/2025, de 3 de diciembre.

· Solicitud de 4 de diciembre de 2025 de información adicional sobre los mismos expedientes indicados en el punto anterior sobre las siguientes circunstancias:

• Motivos del sobreseimiento de cada uno de los expedientes que aparecen como “sobreseído”: Motivo jurídico del archivo / Motivo fáctico.
• Motivos de la caducidad de cada uno de los expedientes que figuran como “caducado”, indicando las fechas de incoación y de caducidad y plazos superados que han dado lugar a la caducidad.
• Importe propuesto de sanción en todos los expedientes en los que aparece la expresión “resolución imponer sanción”; Cuantía de la sanción propuesta en cada expediente.
• Aclaración sobre el pago de las sanciones, indicando en cada expediente con resolución de imposición de sanción, si la persona interesada ha pagado o no la sanción y, en caso de pago, el importe totalmente abonado y si se aplicó reducción por pronto pago.

Estimada mediante Orden Foral 7220/2025, de 30 de diciembre.

Quinto.- Mediante escrito de 30 de enero de 2026, la persona interesada formula reclamación frente a la Resolución 329/2026 solicitando la revocación de la misma y el reconocimiento del derecho de acceso a la información pública en los términos de su solicitud de 9 de enero de 2026.

Según la reclamación, la información suministrada por la Dirección de Agricultura hasta la fecha de su solicitud de 9 de enero “resultaba incompleta y excesivamente genérica, impidiendo conocer con precisión los criterios fácticos y jurídicos aplicados por la Administración en los expedientes referidos”. Adicionalmente, entiende que no cabe valorar de forma “global y acumulativa” solicitudes anteriores dirigidas a la Dirección de Agricultura, “lo que conduce a una aplicación extensiva e improcedente de la causa de inadmisión por abuso del derecho”.

Sostiene, finalmente, que la información interesada mediante su escrito de 30 de enero ha sido suministrada en los mismos términos solicitados por la Diputación Foral de Bizkaia, en relación con expedientes sancionadores tramitados por esta Diputación Foral.











FUNDAMENTOS JURÍDICOS

Primero.- En relación con la cuestión planteada, procede examinar si la petición reúne los requisitos precisos para plantear dicha reclamación, los cuales, de acuerdo con el artículo 35.5 de la Norma Foral 1/2017, de 8 de febrero, de Transparencia, Participación Ciudadana y Buen Gobierno, vienen fijados en la legislación básica, esto es, en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno (LTAIBG).

1. Respecto al plazo para interposición de la reclamación, la LTAIBG establece en su artículo 24.2 que la reclamación se interpondrá en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de la notificación del acto impugnado, plazo al que se ajustó el reclamante ya que, según los datos del expediente, la Resolución impugnada es de fecha 21 de enero de 2026 y la reclamación se presentó el día 30 de enero.

1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 35.3 y en la disposición adicional primera de la Norma Foral 1/2017 y en el Decreto Foral 5/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 21 de febrero, el Consejo Foral de Transparencia es competente para conocer y resolver las reclamaciones que en materia de transparencia se realicen frente a las resoluciones adoptadas por cualquiera de las entidades del sector público foral.

1. El objeto de la reclamación es la resolución expresa en materia de acceso a información pública, esto es, la citada Resolución 329/2026, de 21 de enero, de la Dirección de Agricultura.

Según el artículo 18 de la Norma 1/2017, de 8 de febrero, se entiende por información pública “los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de cualquiera de los sujetos incluidos en el artículo 3 de esta Norma Foral que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones”.

Por lo tanto, las solicitudes de acceso deben estar basadas en información ya existente y disponible por un organismo o entidad sujeta a la Norma Foral en el momento en que se produce la solicitud y, además, debe ser información elaborada o adquirida en el ejercicio de sus competencias.

A la vista de esta definición puede afirmarse que la solicitud formulada por la persona interesada tiene por objeto información pública de la que dispone el departamento competente en materia de administración foral.





Segundo.- En cuanto al fondo del asunto, el artículo 17 de la Norma Foral de Transparencia define un “Principio de máxima accesibilidad” a la información pública en los siguientes términos:

Partiendo del principio de máxima accesibilidad a la información pública, la regla general debe ser la transparencia o el acceso y, la excepción, su denegación o limitación. Cualquier excepción ha de venir impuesta por una disposición con rango de ley o por la protección de algún derecho fundamental, e interpretarse en su aplicación de forma restrictiva y más favorable a la divulgación o el acceso a la información de que se trate. A tal efecto, se utilizarán las técnicas de disociación de datos personales y de acceso parcial a la información siempre al servicio del principio de máxima accesibilidad.

Por su parte, el artículo 30 de la Norma Foral 1/2017, de 8 febrero, de transparencia, participación ciudadana y buen gobierno del sector público del Territorio Histórico de Álava, establece que todas las personas podrán ejercer el derecho de acceso a la información pública ante la Diputación Foral de Álava (y los demás sujetos enumerados en el artículo 3.1 de la misma Norma Foral), el cual se limitará o denegará por las causas y en los términos previstos en la legislación básica (artículo 31.1).

No obstante lo anterior, la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, en relación con el derecho de acceso a la información pública establece los límites definidos en el artículo 14, normas de protección de datos personales en el artículo 15 y las causas de inadmisión de las solicitudes de acceso enumeradas en el artículo 18.

Tercero.- Y en relación con las causas de inadmisión, el artículo 18.1 de la Ley de Trasparencia establece que “Se inadmitirán a trámite, mediante resolución motivada, las solicitudes: […] e) Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter abusivo no justificado con la finalidad de transparencia de esta Ley”.

Interesa añadir que, según el mismo artículo 18.1 de la Ley de Transparencia, se inadmitirán asimismo a trámite las solicitudes “c) Relativas a información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa de reelaboración.” Motivo éste de inadmisión relacionado con el anterior y que permitirá apreciar, a la luz de la doctrina jurisprudencial existente al respecto, que la solicitud inadmitida por la Dirección de Agricultura y que es objeto de la presente resolución, ha de considerarse abusiva conforme al artículo 18.1 e) de la Ley de Transparencia.







Así, sobre esta causa de inadmisión del artículo 18.1 c) y su relación con la definida en el artículo 18.1 e) es de oportuna cita y transcripción parcial la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, de 7 de octubre de 2025 (R. 24/2024), cuyo fundamento de derecho tercero, sintetizando la doctrina del Tribunal Supremo sobre el particular, dice así:

La jurisprudencia y doctrina administrativa han ido perfilando que no toda necesidad de tratamiento o agrupación de datos implica una "acción previa de reelaboración". La STS de 2 de junio de 2022 (casación 4116/2020), rememorando la STS de 25 de marzo de 2021 (casación 2578/2020) refuerza esta idea, señalando que el derecho de acceso debe interpretarse de forma expansiva y que las causas de inadmisión son de interpretación restrictiva. Ya la STS de 16 de octubre de 2017 (FD 6º) había fijado criterios jurisprudenciales en interpretación de la causa de inadmisión del artículo 18.1.c) LTAIBG. 

También se pronunció el Tribunal Supremo sobre la aplicabilidad de la causa de inadmisión del artículo 18.1.c) LTAIBG en la sentencia de 3 de marzo de 2020 (recurso 600/2018), con razonamientos que fueron asumidos y reiterados en la sentencia de 25 de marzo de 2021, antes citada. 

En la primera de las indicadas sentencias se puso de relieve que, debido a la severa consecuencia de inadmisión a trámite de la solicitud que se anuda a su concurrencia, es exigible que la acción previa de reelaboración presente una cierta complejidad. SE expresa así: «Ciertamente, el suministro de información pública, a quien ha ejercitado su derecho al acceso, puede comprender una cierta reelaboración, teniendo en cuenta los documentos o los datos existentes en el órgano administrativo. Ahora bien, este tipo de reelaboración básica o general, como es natural, no siempre integra, en cualquier caso, la causa de inadmisión prevista en el artículo 18.1.c) LTyBG (...)».

La clave se encuentra en distinguir entre el tratamiento técnico o administrativo mínimo, necesario para localizar, compilar o extraer información ya existente, lo cual no justificaría la inadmisión, por un lado y, por otro, la elaboración ad hoc de informes, estadísticas o documentos nuevos, que no existen en el momento de la solicitud y además, en nuestro caso, la diseminación de los expedientes en todas las dependencias regionales de la Agencia Tributaria, de modo que, en principio, consultar expedientes sancionadores ya existentes, aunque estén dispersos en varias dependencias, no necesariamente implica una acción de reelaboración. Ello no necesariamente implicaría una acción de reelaboración. 

Ahora bien, la información solicitada por la parte actora -número de sanciones impuestas en 2019 por facturas falsas en diversas Delegaciones de la AEAT, con desglose de importes cobrados, incobrables y pendientes- exige una labor que excede claramente el derecho a información pública ya existente. La información requerida no está directamente accesible ni se encuentra parametrizada informáticamente ni disponible de forma directa en los sistemas informáticos de la AEAT. Su obtención requeriría identificar manualmente expedientes sancionadores dispersos en múltiples unidades administrativas, analizar cada uno para determinar si la infracción se refiere a facturación falsa, valorar el grado de falsedad y extraer los importes correspondientes. Esta tarea no se limita a localizar documentos existentes, sino que exige una actividad intelectual y técnica de análisis, clasificación y síntesis que constituye una auténtica elaboración de nueva información, no disponible en el momento de la solicitud.

En consecuencia, la petición incurre en el supuesto de inadmisión previsto en el artículo 18.1.c) LTyBG, al requerir una acción previa de reelaboración que no puede considerarse como un simple tratamiento o localización de datos. La complejidad de la tarea, la dispersión de los datos y la necesidad de aplicar criterios técnicos para determinar el alcance de las infracciones y los importes asociados, configuran una carga desproporcionada para la Administración que justifica plenamente la inadmisión por esta causa. Además, no debe perderse de vista la causa del artículo 18.1.e) LTyBG la cual ofrece una vía alternativa para inadmitir solicitudes que, por su volumen, pueden considerarse abusivas, lo que refuerza la necesidad de una interpretación equilibrada y proporcional de los límites al derecho de acceso.

[bookmark: _Hlk226622351]En el caso objeto de la presente resolución, la información solicitada por la persona interesada y que ha sido inadmitida por la resolución impugnada requiere de manera indiscutible una acción previa de reelaboración por parte del centro directivo a quien la misma solicitud se ha dirigido, pudiendo incluso afirmarse, a la luz de la doctrina expuesta, que la misma podría llegar a exceder el tratamiento técnico o administrativo mínimo, necesario para localizar, compilar o extraer información ya existente, admitido jurisprudencialmente como exigible para la satisfacción del derecho de acceso a la información pública, para pasar a ser considerada como información “no directamente accesible ni parametrizada informáticamente ni disponible de forma directa en los sistemas informáticos” del Departamento correspondiente, requiriendo “la elaboración ad hoc de informes, estadísticas o documentos nuevos, que no existen en el momento de la solicitud”, información que, en este caso, no sería exigible con base en el derecho de acceso a la información pública.

Pero lo que resulta incuestionable, a juicio de este Consejo Foral de Transparencia, es que la sistemática y sucesiva reiteración de solicitudes de información ampliatoria o complementaria sobre el mismo objeto, máxime cuando, como en el presente caso, la información solicitada es de tipo estadístico no inmediatamente disponible y exige una acción previa de reelaboración, siquiera eventualmente conceptuable como tratamiento técnico o administrativo mínimo (lo cual es ciertamente dudoso, en los términos expuestos en el párrafo anterior), debe considerarse manifiestamente repetitiva y excede los límites normales de ejercicio del derecho de acceso a la información pública, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7.2 del Código Civil y la doctrina administrativa del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno que resulta de la Resolución 78/2018, de 30 de abril, invocada por la resolución administrativa impugnada.


Puede invocarse, en este sentido, la Resolución 18/2026, de 13 de enero, del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, según la cual,

Tomando en consideración las alegaciones efectuadas por el organismo reclamado, se constata, en primer lugar, que se cumple con la carga formal de justificar de forma expresa y detallada —como exige la jurisprudencia del Tribunal Supremo— la concurrencia de la causa de inadmisión que se invoca, siendo necesario analizar los motivos aducidos por el órgano competente para verificar si concurre el carácter abusivo del ejercicio del derecho y, por otro lado, si dicho carácter abusivo, además, supone una desviación de la finalidad de la ley. Debe recordarse, en este sentido, que este Consejo ha señalado en numerosas ocasiones que el criterio cuantitativo no resulta per se determinante del carácter abusivo de la solicitud; y ello porque el número de solicitudes presentadas por una misma persona no supone, necesariamente, una extralimitación en el ejercicio del derecho o la paralización de la actividad ordinaria que pretende evitarse con la previsión de la causa de inadmisión del artículo 18.1.e) LTAIBG. No obstante, si bien la reiteración en el ejercicio del derecho no constituye un elemento determinante de ese carácter abusivo, sí es un factor que debe tomarse en consideración. En efecto, las características de habitualidad e intensidad en el ejercicio del derecho unidas a otros factores (como, por ejemplo, los efectos negativos en la prestación de servicios públicos) puede comportar la constatación del carácter abusivo del ejercicio del derecho desde una perspectiva cualitativa. Esto es, las perspectivas cuantitativa y cualitativa deben analizarse de forma interrelacionada, pudiendo identificarse el carácter abusivo no exclusivamente de una única solicitud, sino de un conjunto de solicitudes.

En definitiva, en el presente supuesto, teniendo en cuenta el conjunto de las circunstancias concurrentes, este Consejo Foral de Transparencia entiende procedente la inadmisión acordada por la resolución administrativa impugnada de la solicitud formulada por la persona reclamante ante la Dirección de Agricultura conforme a lo establecido en el artículo 18.1 e) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, procediendo, en consecuencia, desestimar la reclamación formulada.

En virtud de todo ello, el Consejo Foral de Transparencia adopta, por unanimidad, la siguiente

RESOLUCIÓN

Primero. Desestimar la reclamación presentada por XXXXX frente a la Resolución 329/2026, de 26 de enero, de la Dirección de Agricultura.

Segundo. Contra la presente resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, en el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente al de la notificación de esta resolución.
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